
PROYECTO DE LEY
El Senado y Cámara de Diputados sancionan

Con fuerza de

LEY
Artículo 1°: Modifícase el artículo 18 de la ley 11.723, el que quedará redactado de la siguiente manera:
“Previo a la emisión de la Declaración de Impacto Ambiental, la autoridad ambiental provincial convocará a Audiencia Pública, en todos los casos de proyectos de obras o actividades contempladas en el Anexo II, Punto I de la presente ley.

El procedimiento de la misma, para su convocatoria y funcionamiento, será el establecido en la ley 13569.

Para el caso de los proyectos de obras o actividades sometidas a Evaluación de Impacto Ambiental por parte de autoridades municipales, las mismas convocarán obligatoriamente a Audiencia Pública en los casos comprendidos en el Anexo II, Punto II, incisos a), b) y c) de esta ley. 

En el caso de los incisos d) y e), los municipios deberán implementar la participación mediante mecanismo de Documento de Consulta, cuyo procedimiento reglamentario será establecido por el organismo provincial ambiental.

En los casos de obras y actividades no contempladas en el Anexo II de la presente ley, las autoridades provinciales y municipales están facultadas para convocar a Audiencia Pública o requerir documentos de consulta.”

Artículo 2°: De forma.

FUNDAMENTOS

La Audiencia Pública consiste en una instancia de participación ciudadana, en el proceso de tomas de decisiones administrativas o legislativas, mediante la cual la autoridad estatal, habilita un espacio para que todos aquellos que puedan tener un interés particular o verse afectados en el acto definitivo a sancionarse, puedan expresar su opinión  al respecto.

En la provincia de Buenos Aires las audiencias públicas se encuentras regladas por la ley 13.569.

La ley 11.723 –ley integral del Medio Ambiente y los Recursos Naturales- en los preceptos dedicados a la evaluación de impacto ambiental, contiene técnicas específicas de participación ciudadana. La ley prevé que luego de analizado el estudio técnico de impacto ambiental, la autoridad debe permitir la participación de los ciudadanos que tengan interés en hacer observaciones u objeciones sobre el proyecto en cuestión. El Estado debe a su vez garantizar la información correcta a ese efecto.

En el final del artículo 18 se regula la facultad para la autoridad competente, provincial o municipal, de optar por el procedimiento ordinario de observaciones o convocar a una audiencia pública para completar la decisión política administrativa aprobatoria o desestimatoria del proyecto:

 
Ley  11.723. Art. 18 (in fine): “Asimismo cuando la autoridad ambiental provincial o municipal lo crea oportuno, se convocará a audiencia pública a los mismos fines.”

En el año 2002, la sanción en el ámbito nacional de la ley 25.675 impone de manera obligatoria (arts.19,  20 y 21) en los procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental, la realización de alguna forma de participación ciudadana, sea escrita (consulta) u oral (audiencia pública):

Ley 25.675. Art. 19: “Toda persona tiene derecho a opinar en procedimientos administrativos que se relacionen con la preservación y protección del ambiente, que sean de incidencia general o particular y de alcance general.”

Ley 25.675. Art.20: “Las autoridades deberán institucionalizar procedimientos de consultas o audiencias públicas como instancias obligatorias para la autorización de aquellas actividades que puedan generar efectos negativos y significativos sobre el ambiente.

La opinión u objeción de los participantes no será vinculante para las autoridades convocantes; pero en caso de que éstas presenten opinión contraria a los resultados alcanzados en la audiencia o consulta pública deberán fundamentarla y hacerla pública.”

Ley 25.675. Art.21: “La participación ciudadana deberá asegurarse, principalmente, en los procedimientos de evaluación de impacto ambiental y en los planes y programas de ordenamiento del territorio, en particular, en las etapas de planificación y evaluación de resultados.”
En función que la ley General del Ambiente establece los presupuestos mínimos de protección ambiental para todo el territorio de la Nación, el artículo 18 de la ley 11.723 de la provincia de Buenos Aires debe ser reformado, a efectos de adecuarlo a la normativa nacional, como ya lo han efectuado otras provincias en sus respectivas legislaciones.

Como no todos los casos resultan iguales en su complejidad y nivel de conflicto, las normas tienen previstos los dos tipos de procedimientos, tanto escrito (consulta) como oral (audiencia pública). Para considerar en qué casos procede uno u otro, entendemos que un criterio interesante que se podría implementar sea el de verificar en el listado previsto por el Anexo II de la ley provincial 11723 aquellos proyectos con nivel de complejidad mayor o menor y a los primeros obligarlos a pasar por el trámite de audiencia pública, mientras que los segundos sólo deban considerar la forma escrita de documento de consulta.
Respecto a los municipios, el proyecto se presenta como norma de primer complemento, mejorando el contenido de los presupuestos mínimos nacionales (ley 25.675) pero también dejando a los municipios la posibilidad de adoptar mediante sus normas internas procedimientos de evaluación de impacto ambiental con contenidos más detallados y protectores del ambiente que los que la ley 11.723 dispone.
A efectos de abonar en el fundamento de esta necesidad de reforma, contamos con la colaboración del abogado, docente e investigador Dr. José Esaín, quien nos ha facilitado su trabajo  “La obligatoriedad de la Audiencia Pública en los procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental en los ámbitos provinciales y con especial relevancia para el caso de la Provincia de Buenos Aires. El artículo 18 Ley 11.723 y su imperios obligación de modificación” cuya copia se adjunta a los presentes fundamentos.

Por los motivos expuestos, solicito a los señores legisladores se sirvan acompañar con su voto afirmativo el presente proyecto.
La obligatoriedad de la audiencia pública en los procedimientos de evaluación de impacto ambiental en los ámbitos provinciales y con especial relevancia para el caso de la provincia de Buenos Aires. El artículo 18 ley 11723 y su imperiosa obligación de modificación. 

Por Dr. José A. Esaín, 

Master en Derecho Ambiental
1.- El derecho de acceso a la información pública ambiental. 

GUILLERMO ACUÑA dice que el fenómeno de las herramientas de protección del ambiente se integran en lo que se denomina la doctrina de los tres accesos, donde aparecen los principios de acceso a la información, participación ciudadana y acceso a la justicia. Así, la participación ciudadana en materia ambiental tiene su origen en la Declaración de Río de Janeiro sobre medio el Medio Ambiente y el Desarrollo, aprobada en el marco de la CNUMAD en 1992 . Recordemos -prosigue el autor- que, a pesar de que dicha declaración es reconocida en el ámbito internacional como no vinculante (soft law) sin embargo, la Declaración de Río tuvo tanta significancia desde el punto de vista político y programático, que la casi totalidad de los principios que la componen, hoy son reconocidos en la mayoría de las políticas públicas y no públicas orientadas a alcanzar el desarrollo sostenible. Principios tales como "contaminador pagador", o el de las "responsabilidades comunes pero diferenciadas", o el "precautorio" tan mentado en la actualidad a raíz de su reconocimiento en el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad en la Biotecnología, están presentes como principios rectores.



En ese sentido, es que indagaremos primero el modo en que se ha regulado el derecho de acceso a la información y luego la participación ciudadana en la Provincia de Buenos Aires.



Casi todos los autores especializados coinciden en que este derecho de acceso a la información pública -a pesar de que materialmente aparece con un carácter instrumental – en realidad formalmente constituye un derecho sustantivo de titularidad colectiva genéricamente atribuido a todas las personas que deseen ejercitarlo, que no están obligadas “a probar un interés determinado” .



Como dice RAMÓN MARTÍN MATEO, “el derecho a la información constituye un prius para cualquier otra acción reivindicativa, o controladora de las intervenciones de la administración...” . El derecho de acceso a la información pública ambiental (DAIPA) presenta entonces aspectos propios en cuanto a la trascendencia horizontal y genérica afectando directamente a todos los sujetos a los que intenta estimular en defensa del ambiente.


Es que la importancia que el derecho de acceso a la información ha adquirido en esta rama jurídica responde fundamentalmente a la naturaleza colectiva de los bienes que protege y a la rapidez y generalidad con que se difunden los daños ambientales. 



Explica GERMÁN BIDART CAMPOS que “el Estado asume, en orden a la información, dos deberes: uno, recolectarla y procesarla debidamente; es decir, el estado debe informarse él mismo, lo cual presupone – entre otras muchas cosas – una vigilancia y un control para conocer debidamente todas las situaciones reales o potencialmente riesgosas o dañinas; el otro deber consiste en suministrar y difundir públicamente a la sociedad la información acumulada y actualizada, todo ello de modo permanente y eficaz” .



La doctrina advierte sobre la importancia de este derecho. MIGUEL SÁNCHEZ MORÓN en España, señalaba -en el año 1995- que “la información al público de todo aquello que pueda afectar al medio ambiente se ha ido erigiendo -poco a poco- en un derecho general, sino en uno de los principios generales del derecho ambiental” . 



En nuestro país DANIEL SABSAY y PEDRO TARAK sostienen respecto a nuestro sistema constitucional que: “si leemos con detenimiento la disposición constitucional (art. 41 CN), veremos que ella no sólo nos está reconociendo un derecho sino que también nos está imponiendo una obligación. Nosotros estamos obligados al igual que los funcionarios del área estatal a efectuar los actos necesarios para preservar la calidad del medio ambiente de modo que pueda concretarse en los hechos el objetivo apuntado por el constituyente. Si esto es así, debemos contar con las herramientas necesarias para poder cumplir de manera efectiva con dicha tarea desde nuestra modesta posición. En tal sentido, el acceso a la información se erige en un instrumento imprescindible para que podamos actuar a tiempo y eficientemente. Es por ello que consideramos que estamos tanto frente a un derecho como a una garantía. Pensamos que esto es así, pues con la información necesaria podremos lograr el goce efectivo de nuestro derecho al ambiente sano, en la medida que podremos, con conocimiento de causa, desbaratar los obstáculos que se anteponen a ello. Por otra parte, de ese modo podremos cumplir en el momento preciso, con el deber que se nos ha impuesto" .



En el ámbito de la Comunidad Europea, hace tiempo se aprobó ya la Directiva 90/313 sobre Libre Acceso a la Información en Materia Ambiental. La base jurídica de la misma fue el art. 130 S del Tratado de la Comunidad Económica Europea, ahora art. 175 TCE. 



En los Estados Unidos de Norte América existe desde hace tiempo la Freedom of Information Act, USC Title 5 Ş 552 que regula el acceso libre a la información. En idéntico sentido la comunidad internacional ha aprobado numerosas instrumentos que han introducido cuestiones relativas al derecho de acceso a la información como elemento de importancia propia, sobre todo en lo que se refiere a actividades con efectos más allá de las fronteras de un Estado. Siguiendo esta línea anotamos el Convenio de Evaluación de Impacto Ambiental en Contexto Transfronterizo (Espoo, Finlandia, 1991) que exige a los Estado Partes del mismo que se aseguren que los ciudadanos de la denominada “Parte afectada”, sean informados y que, a su vez, tengan la oportunidad de realizar comentarios o presentar objeciones a la actividad propuesta...”. Sumamos el Convenio del Consejo de Europa sobre responsabilidad civil por daños al ambiente .



Agreguemos el Convenio de la Naciones Unidas (Comisión Económica para Europa) Sobre Acceso a la Información, Participación del Público en la Toma de Decisiones y el Acceso a la justicia en Asuntos Ambientales, también llamado Convenio de Aarhus . Este Convenio dispone, de forma similar a la Directiva mencionada (Directiva 90/313) que las autoridades públicas pongan a disposición del público las informaciones sobre el ambiente (art. 4) salvo en determinados supuestos de denegación (art. 4.3. y 4). La Directiva incluye dentro del concepto de autoridad pública a las personas físicas o morales que ejercen, en virtud del derecho interno funciones administrativas públicas, en particular tareas o servicios particulares relacionados con el ambiente, o asuma responsabilidades o funciones públicas o preste servicios públicos relacionados con el ambiente bajo la autoridad de un órgano o de persona comprendida dentro de las categorías que la norma menciona.



Es interesante observar cómo el Convenio de Aarhus define de manera amplia el concepto de “información sobre el medio ambiente” incluyendo expresamente la materia ambiental. Dice concretamente el artículo art. 2.3 que: “Por información(es) sobre el medio ambiente se entiende toda información disponible en forma escrita, visual, oral o electrónica o en cualquier forma material y que se refiera a: a) el estado de los elementos del medio ambiente tales como el aire, la atmósfera, el agua, el suelo, las tierras, el paisaje y los sitios naturales, la diversidad biológica y sus componentes, incluidos los organismos modificados genéricamente, y la interacción entre los elementos; b) Factores tales como las sustancias, la energía, el ruido y las radiaciones y las actividades o medidas, en particular las medidas administrativas, los acuerdos relativos al medio ambiente, las políticas, leyes, planes y programas que tengan o puedan tener efectos sobre los elementos del medio ambiente as que hace referencia el apartado a supra sobre el análisis de costos – beneficios y otros análisis e hipótesis económicas utilizadas en la toma de decisiones en materia ambiental; c) el Estado de salud del hombre, su seguridad y sus condiciones de vida, así como el estado de los sitios culturales y de las construcciones en la medida en que sean o puedan ser alteradas por el estado de los elementos del medio ambiente o a través de estos elementos, por los factores, actividades o medidas a que hace referencia el apartado b) supra” ) 



Conforme el convenio no es necesario esgrimir un interés particular para poder ejercer el derecho de acceso (art. 4.1.a). Traemos a colación estas normas comparadas para considerar el contexto. 



Citamos asimismo -a efectos de cotejar la manera en que se regula el concepto de información- la Directiva 90/313: “Cualquier información disponible en forma escrita, visual, oral o en forma de base de datos sobre el estado de las aguas, el aire, el suelo, la fauna, la flora, las tierras y los espacios naturales, y sobre las actividades (incluida las que ocasionan molestias como el ruido) o medidas que les afecten o puedan afectarles, y sobre las actividades y medidas destinadas a protegerlas, incluidas las medidas administrativas y programas de gestión del medio ambiente” (art. 2.a)



La Directiva se dirige a los ciudadanos en general incluso a los no miembros de la Comunidad Europea. El acceso es muy amplio y no se necesita ni siquiera citar los motivos de la petición para poder acceder a ella. 



MARTÍN MATEO dice que la información constituye además un prius para cualquier proceso de toma de decisiones, también para las respuestas automático-biológica, pero sobre todo para las de carácter racional en situaciones de incertidumbre. Ante de definir una política ambiental y escoger entre la panoplia de medidas utilizables las adecuadas para conseguir unos objetivos determinados, se requerirá conocer tácticamente la situación de partida y las posibilidades técnicas y económicas de su modificación, lo que supone manejar datos y disponer de conocimientos. Pero la información ambiental tiene una dimensión particularmente interesante desde el punto de vista jurídico en cuanto presupuesto para el disfrute de determinados derechos como el de la salud o el de la preservación de un medio adecuado en nuestro caso . 



Como decía GERMÁN BIDART CAMPOS que “el Estado asume, en orden a la información, dos deberes: uno, recolectarla y procesarla debidamente; es decir, el Estado debe informarse él mismo, lo cual presupone - entre otras muchas cosas - una vigilancia y un control para conocer debidamente todas las situaciones reales o potencialmente riesgosas o dañinas; el otro deber consiste en suministrar y difundir públicamente a la sociedad la información acumulada y actualizada, todo ello de modo y eficaz” .




Existen en la Argentina, a nivel nacional dos leyes que regulan este derecho, y están vinculadas: la ley 25675 general del ambiente, en sus artículos 16/18 y; la ley 25831 de presupuestos mínimos en materia de acceso a la información pública ambiental. Creemos nosotros importante advertir la relación entre la ley 25831 y la ley 25675. La LGA trae en los artículos 16 a 18 una regulación del acceso a la información donde claramente se establecen algunas directrices que importan una fuerte regulación de la materia. La ley 25831 completa el sistema, y dispone reglas auxiliares a las que la LGA ya traía. 



Si nos tenemos que referir al derecho de acceso a la información en la Argentina, el mismo surge del artículo 16 LGA que dispone:

“Las personas físicas y jurídicas, públicas o privadas, deberán proporcionar la información que esté relacionada con la calidad ambiental y referida a las actividades que desarrollan.-

Todo habitante podrá obtener de las autoridades la información ambiental que administren y que no se encuentre contemplada legalmente como reservada”. 



A pesar de que la norma se refiere primero a la obligación para luego acometer al derecho, está claro que los habitantes poseen derecho de acceso a la información ambiental que las autoridades posean. Esta es una prerrogativa que posee base en el segundo párrafo del artículo 41 CN pero que ha sido desarrollada en este artículo 16 LGA, a favor de todos los habitantes de la Argentina, creando una obligación para las autoridades de todo el país. 



En la Provincia de Buenos Aires, tanto el derecho a la información como el derecho de acceso a la información, en su versión en materia ambiental, han sido reglados expresamente dentro del texto constitucional. Respecto al primero, el artículo 12.4 dice: “todas las personas gozan entre otros, de los siguientes derechos: ...4ª a la información y a la comunicación”. El segundo ha sido reglado por el artículo 28 que dice que “la provincia en materia ecológica... deberá garantizar el derecho a solicitar y recibir la adecuada información”. Recordemos que el primer derecho es el que pone énfasis en el sujeto activo de la relación, el ciudadano, porque según el mismo podemos solicitar y las autoridades nos deben dar la información que poseen ante nuestro pedido. En el segundo caso, el énfasis está en el sujeto pasivo, el Estado, que está obligado no sólo a dar la información que posee ante el pedido, sino que además debe actualizar, traducir, concentrar, publicar, la información que posee, para permitir el acceso. Esta es una diferencia sustancial. 



En lo que respecta al derecho de acceso a la información pública ambiental, la Constitución provincial en el párrafo tercero del artículo 28, fija los principios que habrán de seguirse en la materia. Nos habla de planificación y control del impacto ambiental de las actividades que se desarrollen en el ámbito de la provincia, y más allá de reafirmar los conceptos capturados por la Constitución Nacional consagra un derecho que aquella expresamente no contiene. Nos referimos a solicitar y recibir adecuada información lo cual desde una interpretación amplia nos permite hablar, no solo de tutela al derecho a la información sino también  al acceso a la información. Como vemos, en el ámbito provincial, el derecho de acceso a la información en materia ambiental se encuentra expresamente reglado en la Constitución provincial.



Por otra parte, existen normas que complementan el derecho en otros ámbitos. Como ya lo hemos expresado el artículo 12.4 CPBA reconoce el derecho de toda persona a la “información y a la comunicación”.  El artículo 43 en su caso, obliga a la Provincia a fomentar “la investigación científica y tecnológica, la transferencia de sus resultados a los habitantes cuando se efectúe con recursos del estado y la difusión de los conocimientos y los datos culturales, mediante la implementación de sistemas adecuados de información, a fin de lograr un sostenido desarrollo económico y social que atienda a una mejor calidad de vida de la población”. La norma plantea una novedosa política de desarrollo económico, que se correlaciona en forma directa con el derecho de acceso a la información, mediante la implementación de mecanismos de difusión de datos culturales, todo ello encaminado a alcanzar el mejoramiento de la calidad de vida en la población.



Siguiendo la misma tendencia, el artículo 44 de la Constitución local rescata la difusión de datos de diferente índole, científica, cultual, etc., en donde a la comunidad no sólo se le permita tener acceso a ellos sino también participar y discurrir en lugares comunes de participación. 



En consecuencia, estamos ante normas del más alto rango que disponen expresamente el derecho de acceso a la información, y que además califican que la misma deberá ser provista de manera “adecuada”, lo que agrega un parámetro de calidad sobre la información sobre la que el ciudadano tiene derecho a acceder . 



Pero no sólo estas normas. Analizaremos ahora el acceso a la información ambiental en la ley 11723 general del ambiente provincial. 



La ley provincial 11723 dictada en el año 1995 ha previsto y reforzado el acceso que la propia Constitución provincial ya había reconocido en el artículo 28. Esto pues, el artículo 2.b de la citada ley establece el derecho de todos los habitantes a acceder a la información ambiental al disponer:

“El Estado Provincial garantiza a todos sus habitantes los siguientes derechos:

(…) Inciso b) A la información vinculada al manejo de los recursos naturales que administre el estado…”.



Estamos ante un derecho independiente del derecho al ambiente. Interrelacionado pero independiente. Como bien decían Sabsay y Tarak en cita que hemos hecho, el derecho de acceso a la información es un derecho instrumental respecto del derecho a gozar del ambiente sano y equilibrado. Sirve para efectivizar la protección del mismo, pero se muestra independiente. Esto quiere decir que el agravio al derecho de acceso a la información no necesita luego de que la actividad objeto de acceso a la información sea contaminante o no, pues no depende para que aparezca dañado, de que además se agravie el derecho a vivir en un ambiente sano y equilibrado. Así lo calificará la Suprema Corte bonaerense en el leadin case “Rodoni” como referiremos a continuación, donde para calificar la alteración a este derecho no se necesitó la prueba de alteración del ambiente. Si se violan las reglas del proceso y se omite el acceso a la información se está en presencia de un agravio a un derecho constitucional, sin necesidad de daño al ambiente. 



Este punto es importante y se desprende de este artículo 2.b, pues en este artículo aparecen los derechos de los bonaerenses en relación al ambiente, y ellos son: a) al ambiente; b) acceso a la información ambiental; c) a la participación ciudadana y d) acceso a la justicia y a solicitar a las autoridades la defensa del ambiente. De ese rosario de derecho surge patente que tanto el derecho de acceso a la información pública ambiental como el derecho de participación ciudadana son independientes del derecho al ambiente. Esto quiere decir que a pesar de que están interrelacionados, los mismos no dependen entre sí para verse agraviados, o para el goce de uno u otro. Puede haber acceso a la información y de todos modos alteración del ambiente, puede haber información y no alteración del ambiente, puede no haber información y alteración o no del ambiente. Todos estos elementos están relacionados pero no dependen unos de los otros. 



En cuanto a quienes son las autoridades obligadas por este derecho, los sujetos pasivos, el artículo 5 de la ley 11723 dispone que “el Poder Ejecutivo Provincial y los municipios garantizarán, en la ejecución de las políticas de gobierno la observancia de los derechos reconocidos en el artículo 2, así como también de los principios de política ambiental que a continuación se enumeran...”. Esta norma entonces es la que deja manifiestamente clara la obligación de las autoridades provinciales (OPDS) y Municipales (Municipio de General Pueyrredon) de brindar acceso a la información pública ambiental, tal como el artículo 2.b lo regla.



Además, dicha ley 11723 en su artículo 20 impone a las “entidades oficiales” la obligación de suministrar a las personas físicas o jurídicas (públicas o privadas) que así lo soliciten, la información de que dispongan en materia de medio ambiente, recursos naturales, y de las declaraciones de impacto ambiental dictadas por la Secretaría de Política Ambiental. La norma instrumenta entonces lo que a nivel constitucional resultaba ser norma general.



A renglón seguido y complementando el derecho de acceso a la información en materia ambiental, la ley 11.723 establece el Sistema Provincial de Información Ambiental,  el cual se encargara de reunir toda la información existente en materia ambiental proveniente del sector público y privado, constituyendo una base de datos interdisciplinaria accesible a la consulta de todo aquel que así lo solicite” (conf. segundo párrafo art. 27 ley 11.723). Asimismo la norma refiere las características que deberá tener la información que el sistema contenga, obligando - como contenido expreso - a la periódica actualización de su base de datos. 



En las normas de organización del régimen municipal de la Provincia de Buenos Aires existen disposiciones que prevén el acceso a la información. Nos referimos al decreto-ley 6.769/58 que es la “Ley Orgánica Municipal”. En este ámbito encontramos normas relativas a la concesión y ejecución de obras públicas a nivel municipal, donde se regla el acopio y difusión de información. Al efecto se prevé la creación de un Registro de licitadores, y la licitación pública como medio de conceder la realización de obras a particulares (arts. 140, 142 y 232 Decreto ley 6.769/58).

una de las modalidades centrales para garantizar el acceso a la información pública ambiental resulta ser la realización del procedimiento de evaluación de impacto ambiental con las formalidades que exige el debido proceso legal ambiental. Es dentro de este procedimiento administrativo que el estado somete a la ciudadanía la información proporcionada por el particular sobre los efectos que su proyecto generará sobre el ambiente, así como la información que el propio estado haya recabado sobre el mismo. Luego le solicitará opinión al respecto, lo que se vincula con el derecho a la participación, pero primero debe brindarle esta información, lo que supone el acceso derecho que como acabamos de ver, resulta garantizado por un plexo de normas nacionales y locales, en plena concordancia con normas internacionales, y comparadas.

2.- El derecho a la participación ciudadana en el Sistema Argentino y  bonaerense. 


Desde el punto de vista administrativo el fenómeno de la participación pública se ha venido dando en paralelo a otro fenómeno. El retraimiento de la voluntad ciudadana en la generación de las normas en el poder Legislativo, ha traído como principal consecuencia la caída en la eficacia de las mismas para resolver los conflictos sociales. Así, la Administración adquirió una importancia primaria en la adopción de soluciones con amplio efecto comunitario.



En este panorama, se ha verificado un desplazamiento del poder del legislativo hacia la Administración Pública. El control parlamentario de los actos de la Administración se ha visto desplazado por estos mecanismos participativos, los que han venido a complementar una garantía de democracia participativa, un imperativo inexorable dentro de esta moderna sociedad. 



Explica el maestro español GARCÍA DE ENTERRÍA que: “No se trata de suplantar la mecánica de la representación política y la primacía de la ley como expresión de la voluntad general soberana, sino que el ciudadano que en definitiva es el depositario del derecho originario de la soberanía ya no está dispuesto a dejar en exclusivas manos de la Administración la definición del interés general, sobre todo cuando las decisiones se resuelven en puros criterios de interés oportunidad” 



Se vislumbra pues lo que se llamó la crisis del sistema representativo con el desplazamiento del poder de decisión desde el legislativo a la Administración Pública. La pérdida de Poder del Legislativo trajo aparejada la disminución del peso en los controles a los actos de la Administración. Aparece así la participación ciudadana para garantizar ese control de los actos administrativos, control que se encontraba en déficit . 



En nuestro país este nuevo sistema de democracia participativa de consenso ha desembarcado de la reforma constitucional del año 1994. La democracia ha dejado de ser sólo representativa para ser también participativa. La aparición de los artículo 39 CN y 40 CN con nuevas formas de democracia semidirecta; la regulación de derechos sobre bienes colectivos como el ambiente (artículo 41 CN); los derechos de los consumidores y usuarios de servicios públicos (artículo 42 CN); y el amparo para la protección de derechos colectivos (artículo 43 CN) son bastiones de la nueva tendencia. Son los tiempos en que la comunidad debe poseer mecanismos mediante los cuales se le permita intervenir en la toma de decisiones en que se encuentren interesadas cuestiones relevantes para la sociedad toda. Para ello es necesario que los legisladores y ejecutores del sistema jurídico implementen y pongan al alcance del hombre medio herramientas que permitan de alguna forma participar en esa toma de decisiones. Ejemplos de dichas herramientas son las audiencias públicas, la iniciativa popular de proyectos de ley, los presupuestos participativos, las revocatorias de mandatos, etc.



El derecho a la participación ciudadana también aparece en nuestra Constitución Nacional en los pactos internacionales de derechos humanos que hoy poseen jerarquía constitucional (segundo párrafo del artículo 75 inciso 22 CN). Enumeramos en este sentido: a) el art. 21 de la Declaración Universal de Derecho Humanos donde dice que toda persona tiene derecho a 1.- “participar en el gobierno de su país directamente o por medio de representantes libremente escogidos”; el art. 23  inciso 1 ap. a) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, donde se exige que todos los ciudadanos deben gozar – entre otros derechos y oportunidades – de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos”; el art. 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en el art. 20 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.



Como se desprende de la resumida descripción que hemos realizado, la participación no aparece como una autolimitación (un favor) de la Administración para con los ciudadanos, sino que por el contrario, es un derecho que ellos poseen frente a ésta.



Siguiendo la influencia de otras constituciones provinciales que durante la década del 80 fueron aggiornando sus contenidos, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, desde la reforma de 1994 estableció en varios artículos normas referidas a participación ciudadana y democracia semidirecta. Así, en el artículo 67 CPBA encontramos algunas formas de democracia semidirecta. En el primer inciso de dicha norma se regla la iniciativa legislativa, en el segundo la consulta popular (la que puede ser convocada por la legislatura provincial o por el poder ejecutivo), en el tercer inciso aparece la consulta popular para la promulgación de proyectos de ley, es decir una forma de participación de los destinatarios del poder en la sanción de las normas. 



En el mismo artículo, en el último de los incisos (inc. 5) se deja abierta la posibilidad de que la legislatura regle nuevas formas de participación.  



Por otra parte, los artículos 13 y 14 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires si bien no reglan de manera directa el derecho de participación, permiten indirectamente su desarrollo. Dichas normas -que facilitan a los habitantes de la provincia la participación en la toma de decisiones- se refieren a la libertad de expresión (art. 13) y al derecho de reunión (art. 14). Está claro que ninguno de los dos termina de delinear el verdadero contenido del acceso a formas participativas que permitan la intervención ciudadana en la toma de decisiones, pero sin embargo son elementos que pueden facilitar la efectivización práctica del derecho. 



Pero si en algún espacio ha aparecido reglado el derecho a la participación ciudadana en nuestra Constitución provincial, esa norma es el tercer párrafo del artículo 28. Nos parece trascendente esta norma porque regla el derecho en el ámbito al que se refiere el presente caso, normas que se aplican directamente al derecho a participar en la toma de decisiones vinculadas a la materia ambiental. En efecto, la norma es categórica, pues establece que “La Provincia deberá... garantizar el derecho a solicitar y recibir la adecuada información y a participar en la defensa del ambiente, de los recursos naturales y culturales” (el destacado nos pertenece). Esto implica un alto grado de reconocimiento normativo del derecho en estudio, lo que genera mayor estabilidad en la vigencia de la figura dada su presencia en normas del más alto nivel jerárquico provincial. 



En definitiva, el sistema normativo provincial, a partir de este reconocimiento desde una fuente constitucional es decir desde las normas de más alto rango nos permite concluir que la forma en que ha sido reglado el derecho de acceso en éste ámbito resulta ser positiva.



Al igual que lo ya mencionado respecto al acceso a la información, la ley 11.723 general del ambiente provincial ha reforzado a la propia Constitución que ya había reconocido el derecho, y ha establecido la obligación del Estado provincial de garantizar a sus habitantes como derecho independiente del derecho al ambiente, la participación en los procesos en que está involucrado el manejo de los recursos naturales y la protección, conservación, mejoramiento y restauración del ambiente en general (artículo 2.c). 



Nuevamente estamos –como explicáramos con el derecho de acceso a la información- ante un derecho relacionado pero independiente del derecho al ambiente. La participación ciudadana debe garantizarse al margen de si existe un agravio al ambiente en sí mismo. Son derechos independientes, uno de carácter instrumental, procesal, y otro de carácter sustantivo. Se vinculan pues el ciudadano participará para evitar que el bien jurídico que le pertenece de modo colectivo –ambiente- sea alterado. Pero para exista violación a la participación ciudadana no será necesario que exista contaminación, o alteración del ambiente. Son derechos independientes en esto. 



En cuanto a los sujetos pasivos repetimos lo mismo que dijéramos para el derecho de acceso a la información: el artículo 5 de la ley 11723 es el que dispone que el Poder Ejecutivo Provincial y los municipios garantizarán, en la ejecución de las políticas de gobierno la observancia de los derechos reconocidos en el artículo 2, así como también de los principios de política ambiental que a continuación se enumeran”. Esto hace que el deber de garantizar el derecho de participación ciudadana en el proceso de licenciamiento ambiental de la obra pública Colector Marcos Sastre, haya sido violado por las autoridades provinciales y municipales.



Pero además de las normas genéricas, en el sector de la ley 11.723 dedicado a la evaluación de impacto ambiental, el legislador desarrolla técnicas específicas de participación. En efecto, allí se incluyen varios mecanismos directamente vinculados con la participación que resulta importante destacar. Vale entonces destacar que en clara relación con la participación, la ley prevé en dicho sector normativo que la autoridad competente debe -luego de analizado el estudio técnico de impacto ambiental y de determinado el trámite a adoptar- permitir la participación de los ciudadanos a efectos de contradecir el proyecto en caso de desacuerdo. Este es uno de los elementos básicos del procedimiento: “las observaciones”, pues es allí donde se abre la posibilidad de que los ciudadanos participen ingresando sus objeciones (art. 16). El EsIA tiene entonces que someterse a la ciudadanía, lo que implica que la autoridad lo publique dentro del listado de las EsIA recibidas a efectos de saber su opinión respecto al proyecto. A efectos de facilitar este mecanismo, el art. 16 dispone que “los habitantes de la Provincia podrán solicitar las evaluaciones de impacto ambiental presentadas”. Todos estos mecanismos redundan en insumos que facilitan la participación del ciudadano en el procedimiento de toma de decisión. De lo contrario sería imposible saber si la actividad programada lo afectará o no. Así las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas interesadas en dar su opinión sobre el proyecto pueden informarse respecto al mismo y elaborar de manera eficiente su impugnación. Este es el comienzo del proceso de contradicción colectiva que hemos explicado ya. 



Respecto a la forma en que los particulares pueden participar en el trámite, el artículo 18 regla el derecho en favor de las personas “interesadas” de ingresar observaciones al  proyecto. Esto implica una fórmula de legitimación amplia  -lo que significa un indicador positivo- para la presentación de las observaciones. El elemento limitante está dado por la falta de descentralización del mecanismo, pues muchas actividades a instalarse en las localidades del interior de la provincia -las de mayor complejidad- llevan adelante el trámite en el ámbito de la ciudad capital (La Plata), a muchos kilómetros de distancia del lugar donde la gente deberá presentar las observaciones.



Además, la ley 11.723 regla en el final del artículo 18 la facultad -para la autoridad competente (municipal o provincial)- de optar por seguir el procedimiento ordinario de observaciones o convocar a una audiencia pública para completar la decisión política aprobatoria o desestimatoria del proyecto. Como vemos entonces, la ley 11.723 preveía la realización de una audiencia pública para recibir las oposiciones de la ciudadanía frente a un proyecto en ciernes. Utilizamos el pretérito porque -desde el año 2002- con la sanción de la ley general del ambiente nacional 25675 que impone de manera obligatoria (arts. 20 y 21 LGA) en los procedimientos de EIA la realización de alguna forma de participación ciudadana, sea escrita (consulta) u oral (audiencia pública) este paso del proceso de EIA pasa a ser obligatorio.



La ley general del ambiente ha sido muy clara al regular la participación ciudadana en los artículos 19, 20 y 21. Dicen los tres al respecto:

ARTICULO 19. - Toda persona tiene derecho a opinar en procedimientos administrativos que se relacionen con la preservación y protección del ambiente, que sean de incidencia general o particular, y de alcance general.- 

ARTICULO 20. - Las autoridades deberán institucionalizar procedimientos de consultas o audiencias públicas como instancias obligatorias para la autorización de aquellas actividades que puedan generar efectos negativos y significativos sobre el ambiente.-

La opinión u objeción de los participantes no será vinculante para las autoridades convocantes; pero en caso de que éstas presenten opinión contraria a los resultados alcanzados en la audiencia o consulta pública deberán fundamentarla y hacerla pública.-  ARTICULO 21. - La participación ciudadana deberá asegurarse, principalmente, en los procedimientos de evaluación de impacto ambiental y en los planes y programas de ordenamiento ambiental del territorio, en particular, en las etapas de planificación y evaluación de resultados”.



Como queda claro de las normas citadas, existe un derecho a opinar, que es independiente del derecho al ambiente. Este es un primer punto de trascendencia. El segundo punto de trascendencia es que ese derecho no se activa a pedido de los particulares, sino que implica que las autoridades deberán institucionalizar mecanismos de participación ciudadana de manera obligatoria en los procedimientos de gestión del ambiente, particularmente -entre otros- en las evaluaciones de impacto ambiental, como es el caso de autos. 



Existe en la Provincia de Buenos Aires una ley que regula las audiencias públicas en el ámbito del Ejecutivo Provincial. Esta ley es la ley provincial 13569 de Audiencias Públicas, la que tiene por ámbito de aplicación el Poder Ejecutivo y Legislativo de la Provincia de Buenos Aires. Esta ley, publicada el 13 de noviembre del año 2006 reglamenta uno de los procedimientos más conocidos de participación ciudadana en el ámbito del ejecutivo y legislativo provincial: la audiencia pública.



La ley 13569 define para su ámbito de aplicación en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires, lo que deberá entenderse por audiencia pública. Dice al respecto “Se entiende por Audiencia Pública a la instancia de participación de la ciudadanía en el proceso de decisión administrativa o legislativa, destinada a conocer la opinión de los ciudadanos y/o asociaciones intermedias que puedan verse afectados o tengan un interés particular sobre el asunto objeto de la convocatoria” (art. 2).



Recordemos que las audiencias públicas pueden ser legislativas o administrativas, en función del acto sobre el cual verse la decisión que debe tomar la autoridad a nivel municipal, provincial, nacional o regional. Asimismo, y según lo establezca la normativa respectiva, las audiencias públicas pueden ser obligatorias (la autoridad las debe realizar, y si no el acto es nulo), facultativas (la autoridad decide si la convoca o no), o a petición de la ciudadanía (las normas establecen los requisitos por los cuales la ciudadanía puede solicitar su realización). 

En el caso del artículo 18 ley 11723 por imperio de los artículos 20 y 21 LGA que resultan ser los presupuestos mínimos del protección ambiental para todo el territorio de la nación, la audiencia pública en el marco del procedimiento de evaluación de impacto ambiental, evidentemente es obligatoria y no facultativa como lo indica la norma local, que ha quedado parcialmente derogada o si se quiere, esperando que el legislador la readecúe. 

Estamos ante un paso ineludible del trámite administrativo de EIA, que importa internamente una de las reglas del debido proceso legal ambiental que no debe ser desconocida, todo ello bajo pena de nulidad del acto final por  desonocimiento de las normas nacionales. Es importante entonces que la legislatura local  -adaptándose a lo que sucede además en varias provincias que citamos en el anexo- puedan llevar adelante este tipo de reforma del artículo 18 a efectos de las autoridades ambientales locales comiencen a institucionalizar este procedimiento para evitar posibles nulidades, sobre todo a la luz de la doctrina de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires.

4.- El caso “Rodoni” y la doctrina de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires respecto al derecho a la participación ciudadana como pauta obligatoria en los procedimientos de evaluación de impacto ambiental. 



Este caso nos parece importante, de importancia radical en materia ambiental. Diríamos que es sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, causa A. 68.965, “Rodoni, Juan Pablo y otros contra Municipalidad de Bahía Blanca. Amparo. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley”, del 3 de marzo de 2010, ingresa en el podio de las 10 sentencias más importantes en materia ambiental de nuestro Alto Tribunal. Es una sentencia que marca pautas claras respecto a la evaluación de impacto ambiental, la participación ciudadana y el acceso a la información como derechos independientes del derecho al ambiente en la Provincia de Buenos Aires, y por sobre todas las cosas, profundiza las obligaciones procesales no permitiendo que se equiparen o intercambien las exigencias de las leyes en este aspecto por simples pasos o trazos de carácter político. 



Los  antecedentes del caso Rodoni son que en primera instancia se hizo lugar al amparo incoado por vecinos de la ciudad de Bahía Blanca contra la Municipalidad homónima y se declaró la invalidez de los actos administrativos relacionados con la construcción de un puente sobre el arroyo Napostá en dicha localidad, en particular el llamado a licitación 400 para la construcción de la citada obra (publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Buenos Aires 25.117) haciendo saber al titular del mencionado departamento municipal que, previo a adoptar decisiones administrativas relativas a la ejecución de dicha obra, deberá observar y dar estricto cumplimiento a lo dispuesto en los arts. 12, 19, 20 y 21 de la ley nacional 25.675; 2 incs. "c" y "d", 5, 10, 12, 18, 19 y 20 de la ley provincial 11.723 y 27 del dec. ley 6769/1958 y sus modificatorias. 



La Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de La Plata, haciendo lugar al recurso de apelación interpuesto por la Municipalidad de Bahía Blanca, revocó dicha sentencia, rechazó la acción de amparo, imponiendo las costas del proceso, en ambas instancias, a la vencida. Disconforme con dicho pronunciamiento, la actora interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, cuya denegatoria -con fundamento en la falta de definitividad del resolutorio recurrido- motivó la interposición de la queja prevista en el art. 292 del Código Procesal Civil y Comercial, admitida por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires mediante resolución de fecha 29/10/2006, por la que se declaró mal denegado el recurso referido. Ello, “con fundamento en que, en el sub lite, la Cámara se pronunció en relación a cuestiones sobre las cuales no cabe posibilidad alguna de reabrir el debate, configurándose los extremos que permiten considerar a la sentencia en crisis como definitiva a los fines del acceso a la vía extraordinaria (conf. arts. 278 y 60 de la ley 12.008 -texto según ley 13.101)”.



El centro de discusión está en la sentencia de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo de La Plata. La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires analiza sus contenidos desde que su competencia de revisión se centra en relación a los contenidos de esa resolución, que exhibe una doctrina que será criticada y cambiada por la sentencia “Rodoni” de la SCBA. Básicamente los elementos de la resolución de Cámara eran: a) No surge del marco fáctico la existencia de un perjuicio ambiental gravitante que justifique la paralización de la obra. b) El conjunto de falencias que se atribuye al procedimiento de evaluación de impacto ambiental relacionadas con la participación ciudadana resultan desvirtuadas, de un lado, por el dilatado trámite que exhiben las constancias arrimadas a la causa y del otro, por las conclusiones vertidas en el informe producido por la consultora contratada por la comuna a ese efecto. Ello revela -a juicio de la Cámara- que la participación ciudadana reclamada se aprecia consumada, aunque tal vez sin la ortodoxia de las normas que aplica el juez de primera instancia y, en todo caso, evidencia que el trámite observado carece de reflejo en un daño ambiental con demostrada entidad para inhibir la decisión de la autoridad pública. Añadió la alzada que, de las constancias obrantes en el expediente puede apreciarse, no sólo la intervención vecinal, sino también la de entidades intermedias, que fueron volcando su opinión respecto a la actuación pública que se reclamara para la zona. Concluyó así que la sucesión de propuestas y formulaciones fue abundante y, demuestra de manera inequívoca, que la decisión adoptada no marginó la participación que denuncian los actores.



Así llegamos a la sentencia “Rodoni” que es votada por unanimidad por los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires: Hitters, Pettigiani, Kogan, de Lázzari siendo que los últimos tres adhieren al voto del primer ministro. Comienza el Ministro Hitters en el punto IV de su voto adelantando que el recurso debe ser recibido y centrando el objeto del decisorio. Primero que “las críticas que porta el embate se vinculan con el defectuoso cumplimiento que atribuyen a la Administración demandada, con relación a las normas que rigen el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental respecto a un proyecto vinculado a la construcción de un puente y a la apertura de una calle en un espacio verde circundante al Arroyo Napostá, en la localidad de Bahía Blanca. Concretamente, denuncian la inexistencia de la pertinente Declaración de Impacto Ambiental y la irregular instrumentación de mecanismos de participación ciudadana en dicho procedimiento”.



Lo primero a destacar resulta ser cuando la SCBA –repitiendo lo expresado en autos “Yane Salvador c/Municipalidad de Miramar” - define algunos conceptos en relación a la evaluación de impacto ambiental. Dice el voto de Hitters que: 


“La Evaluación de Impacto Ambiental (E.I.A.), es un procedimiento jurídico administrativo cuyo objeto es identificar, predecir e interpretar los impactos ambientales de un proyecto o actividad sobre el medio ambiente, a los efectos de su aceptación, modificación o rechazo por parte de la autoridad de aplicación. A su turno, el Estudio de Impacto Ambiental (Es.I.A.): es un elemento parcial de la E.I.A.; consiste en un análisis técnico interdisciplinario destina-do a predecir, identificar, ponderar y corregir las consecuencias o efectos ambientales que un proyecto o actividad tiene sobre la calidad de vida del hombre y su entorno. Sería el producto del proceso y a veces se denomina ‘informe de impacto ambiental’ porque es un informe escrito que documenta el proceso del que surgió. En algunas legislaciones aparece también como una ‘manifestación ambiental’ (conf. Grasetti, Eduardo, ‘Estudios Ambientales’, Ed. Heliasta, Bs. As. 1998, pág. 441) (C. 90.020, sent. del 14-XI-2007).


Por su parte, la Declaración de Impacto Ambiental constituye un acto administrativo emanado de la autoridad ambiental provincial o municipal -según el caso- de carácter previo a la resolución administrativa que se adopte para la realización y/o autorización de ciertas obras o actividades, y que -sobre la base de los dictámenes, observaciones realizadas por los interesados, y de la Evaluación de Impacto Ambiental- podrá contener la aprobación de la realización de la obra, su condicionamiento al cumplimiento de instrucciones modificatorias, o bien la oposición a su realización (arts. 12, 18, 19, 20 y concordantes de la ley 11.723). 


Tal declaración, como acto administrativo mediante el cual la Autoridad de marras se pronuncia acerca de la viabilidad del proyecto, y -en su caso- sobre sus condiciones de ejecución, valorando para ello los reseñados antecedentes colectados en el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental, es el antecedente que permite al interesado ejercer el debido control de la actividad estatal a través de los diferentes medios de impugnación a su alcance (conf. MORELLO, Augusto M.; SDBAR, Claudia B., ‘Acción popular y procesos colectivos’, Lajouane, 2007, p. 195; ESAIN, José A., ‘Evaluación de Impacto Ambiental y medida autosatisfactiva...’ en Derecho Ambiental, Eduardo P. Jiménez (Coordinador), EDIAR 2004, pp. 220-221; MASSA, Héctor R., ‘A propósito de la declaración de impacto ambiental’, APC 2009-1-6). De allí que la eventual inobservancia de este recaudo, cuando resulta exigido por el ordenamiento, constituye un vicio esencial en el procedimiento de formación de la voluntad estatal que conduce a su invalidez”. 



De los párrafos transcriptos se puede observar que, para la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires la evaluación de impacto ambiental es un procedimiento administrativo en que se valoran los antecedentes para autorizar desde el punto de vista ambiental una actividad. Las observaciones de los ciudadanos en el marco del procedimiento, son la manera en que se lleva adelante el debido control de la actividad estatal, siendo que la inobservancia de este recaudo constituye para el Alto Tribunal un vicio esencial en el procedimiento de formación de la voluntad estatal que conduce a su invalidez. Este punto del fallo “Rodoni” se presenta como uno de los más importantes, pues expresa -desde el núcleo central del derecho ambiental general- la trascendencia de este instrumento de gestión -la EIA- pero con sus elementos internos como pasos ineludibles.



Luego completa el análisis al sostener que: 


“En principio, la Declaración de Impacto Ambiental constituye un acto administrativo de obligatoria expedición únicamente cuando los efectos nocivos derivados de la obra superen el umbral previsto en el art. 10 de la ley 11.723, en concordancia con el art. 11 de la ley 25.675, lo que remite a la previa indagación fáctica acerca de las potenciales consecuencias de la obra o actividad. 


Importa destacar, sin embargo, que en aquellas hipótesis donde una norma disponga imperativamente su realización, la Administración deberá emitir la pertinente Declaración de Impacto Ambiental con independencia de cualquier valoración acerca de los eventuales efectos que pudieren derivarse de la obra. 


Resta señalar, en esta mirada introductoria, que la ley general 11.723 garantiza con claridad a todos los habitantes de la provincia el derecho a participar en los procesos en que esté involucrada la protección, mejoramiento y restauración del ambiente en general (art. 2 inc. ‘c’), derecho que el Estado provincial y los municipios deben acatar (art. 5, primer párrafo) reglamentando un procedimiento de autorización de obras que rinda tributo a los principios liminares que la ley protectiva del medio ambiente enfatiza (Ac. 90.941, sent. del 8-III-2006) (el destacado nos pertenece)”. 



En esta porción del voto de Hitters queda manifiestamente expuesta la doctrina del Alto Tribunal bonaerense en cuanto a la existencia de un derecho a participar que tiene como sujetos pasivos a la provincia y a los municipios que lo deben garantizar –sobre todo- en procedimientos administrativos como el de EIA. 



El ministro Hitters expone la base constitucional del derecho a la participación cuando dice 

“La aludida participación (que también tiene base normativa en los arts. 19, 20 y 21 de la ley 25.675), reconoce su raíz en la garantía que plasma el art. 28 de la Carta local, en cuanto consagra el deber del Estado de garantizar el derecho a solicitar y recibir la adecuada información y a participar en la defensa del ambiente, de los recursos naturales y culturales”. 



Otro elemento de la resolución en autos “Rodoni” está en el análisis que se hace respecto a la obligatoriedad de completar el procedimiento de EIA y obtener la DIA, siendo la autoridad competente para expedir este último acto administrativo la autoridad ambiental municipal. 



Dice al respecto el voto de Hitters: 


“En efecto, el Anexo II de la ley 11.723 deslinda las atribuciones provinciales y municipales en orden a la participación que ambas esferas tendrán en los procesos de Evaluación de Impacto Ambiental. Dentro de la órbita de incumbencias municipales, su Capítulo II prescribe que cada municipio determinará las actividades y obras susceptibles de producir alguna alteración al ambiente y/o elementos constitutivos en su jurisdicción, y que -por lo tanto- ‘someterá a Evaluación de Impacto Ambiental’. 


A renglón seguido (y con relación a la expresa cita que realiza el recurrente), prescribe el dispositivo que ‘... sin perjuicio de lo anterior, serán sometidos a Evaluación de Impacto Ambiental municipal, los siguientes proyectos: ... b) Intervenciones edilicias, aperturas de calles, y remodelaciones viales...’ (Anexo II, punto II, ap. 2).  Queda claro, en el contexto normativo referido, que el legislador ha sustraído del ámbito de valoración de la autoridad municipal a las citadas obras viales, asimilándolas a priori en su tratamiento a las definidas en el ap. 1 del citado capítulo II del Anexo II, es decir, a aquéllas ‘susceptibles de producir alguna alteración al ambiente y/o elementos constitutivos en su jurisdicción’. De tal asimilación en cuanto al régimen, ha de seguirse que la norma las ha considerado merecedoras de la Declaración de Impacto Ambiental, independientemente de su posicionamiento respecto del umbral al que aluden los arts. 10 de la ley 11.723 y 11 y 12 de la ley 25.675.- por lo que la aludida exigencia -en tales casos- resulta de ineludible acatamiento por parte de la Administración, siendo su omisión susceptible de viciar el acto dictado en consecuencia. 


En mi opinión, las obras cuestionadas, consistentes en la construcción de un puente vehicular sobre el Arroyo Napostá, y la apertura de una vía de circulación que vinculará las calles Fuerte Argentino con la Avda. de los Haylanthus, cuyas dimensiones, características y materiales a utilizar fueron detalladas en el pertinente Pliego de Bases y Condiciones glosado en el Anexo documental -fs. 266 y ss. del Anexo II, cuerpo II, en particular fs. 282- incluidas en el llamado a licitación pública 400 para la ‘ejecución de la obra Construcción de Puente Vehicular sobre Arroyo Napostá en calle Fuerte Argentino -BOP de fecha 7/05/2005-, encuadran en la previsión legal que el recurso denuncia inaplicada. 

De ello se desprende que la demandada no ha ajustado su conducta a los recaudos exigidos por dicha normativa en consonancia con lo que dispone el artículo 12 de la ley 11.723, en lo tocante a la exigencia de contar con la Declaración de Impacto Ambiental con carácter previo a la autorización de los actos cuestionados”.



Otro aspecto interesante de la resolución de la SCBA se da cuando el Ministro Hitters recuerda que los pasos omitidos en el procedimiento, no son meras formalidades. Dice: 

“Resta señalar, que tal omisión no puede ser subsanada por la ulterior apreciación efectuada por el órgano judicial, en orden a la eventual significación del daño futuro denunciado (y al que el dispositivo en crisis tilda de rayano con los límites de lo accesible a la vía jurisdiccional), toda vez que -como se expresó- más allá de la efectiva incidencia que pudiera producir la obra en el entorno (y que a juicio de la alzada no supera el límite de lo tolerable), la aludida exigencia viene impuesta a la Administración con independencia de toda valoración sobre tal magnitud. Tal incumplimiento, constituye un vicio en el proceso de formación de los actos cuestionados que -en el caso- conduce a su invalidez” (el destacado nos pertenece). 



En este párrafo del voto de Hitters surge impecable y patente la doctrina judicial de autos “Rodoni”. Se obliga a poner énfasis en el procedimiento de EIA y a sus formas y elementos constitutivos, independientemente de la dañosidad que la omisión del recaudo formal pueda generar sobre el ambiente. Esto se muestra con enorme trascendencia pues refuerza el debido proceso administrativo ambiental frente a los incumplimientos que puedan configurarse en cuanto a elementos esenciales que componen el  mismo. Sin participación, sin acceso a la información, no hay ni EIA, ni DIA. Si hay una DIA será inválida por vicio en el procedimiento de formación de la voluntad del Estado.



Finalmente, el otro punto del fallo de enorme trascendencia, es el que se refiere al derecho a participar como independiente del derecho al ambiente. Dice al respecto: 


“Juzgo asimismo acreditado el denunciado vicio de absurdo en la apreciación de la prueba con relación a la participación ciudadana en el proceso de evaluación de impacto ambiental, crítica que se vincula al incumplimiento de la efectiva intervención que debe conferirse a los particulares en el iter de formación de la decisión estatal de construir las obras en cuestión, y cuyo amplio reconocimiento es de la esencia del procedimiento ambiental (arts. 41 de la Constitución nacional; 28 de la Constitución de la Provincia; 19, 20 y 21 de la ley nacional 25.675 y 2 inc. ‘c’, 17 y 18 de la ley provincial 11.723). 


Desde ese mirador, asiste razón a los impugnantes cuando sostienen que el dilatado trámite que hayan insumido las actuaciones, no constituye constatación que por sí conduzca a considerar satisfecho el derecho a participar del que gozan los particulares, como contrariamente sostiene el decisorio en crisis; máxime si dicha participación no ha reconocido una dirección uniforme (como lo admite la propia resolución recurrida a fs. 88), ni obedeció a una convocatoria amplia articulada por la Administración, sino a la presentación espontánea de los particulares en las actuaciones. 


También aciertan al señalar que resulta absurda la conclusión del sentenciante en cuanto tuvo por garantizada la participación ciudadana en el procedimiento, sobre la base de una supuesta abundancia de propuestas y formulaciones que se sucedieron en el expediente, ya que ello importa soslayar que tal intervención debe darse con posterioridad a la definición misma del proyecto, pues lo contrario conduciría a sostener que la ley pretende una participación sin conocer a ciencia cierta el proyecto a realizarse. Y es que el tránsito por el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental supone el sometimiento a alguna instancia informativa o participativa acorde con la índole de la iniciativa en cuestión (I. 68.174, sent. del 18-IV-2007). El cabal acatamiento por parte de la Autoridad Ambiental de tales formalidades no puede ser suplido por cualquier actuación material del Estado (doctr. de C. 90.020, sent. del 14-XI-2007), ni queda abastecido por la agregación al expediente de un estudio privado respecto del cual no consta que haya sido objeto de acto expreso de aprobación por parte de autoridad competente (I. 68.174, citada precedentemente), a lo que cabría agregar, que -en el caso- tal estudio evidencia notables diferencias respecto de la obra que fue objeto de llamado a licitación, aspecto este sobre el cual la alzada ha omitido toda referencia. De allí que también carece de sentido acudir al mínimo reflejo que pudiera tener tal omisión en las eventuales consecuencias lesivas al medio ambiente para justificarla, como lo ha hecho la sentencia recurrida. Y es que las deficiencias instrumentales denunciadas respecto de este tramo del procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental -que en el caso, se vinculan a la convocatoria que el Estado debe instrumentar imperativamente- son susceptibles de viciar el obrar de la Administración (conf. doctr. B. 64.464, sent. del 31-III-2004). 


Lejos de implicar una mera ortodoxia procesal vacía de sentido, tales recaudos constituyen el resguardo de un bien jurídico distinto al medio ambiente -aunque ligado a su protección- y su inobservancia se proyecta como una lesión al ‘derecho a participar’ que subyace en el art. 41 de la Ley Fundamental, y que la Carta provincial plasmó expresamente en el art. 28 como deber del Estado de ‘garantizar el derecho a solicitar y recibir la adecuada información, y a participar en la defensa del ambiente’. De allí que su falta de instrumentación útil y efectiva, también repercuta en la validez de los actos administrativos dictados en su consecuencia. 4. Lo expuesto es suficiente para descalificar la decisión atacada, toda vez que -como se expresó- la ilegitimidad del obrar estatal se ha configurado al no haber implementado la Administración el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental en lo que hace a la exigencia de la previa participación ciudadana y la emisión de la Declaración de Impacto Ambiental (conf. doctrina causas B. 64.413, sent. del 4-IX-2004; B. 64.464, sent. del 31-III-2004). 


Por tales razones, considero inoficioso expedirme acerca del absurdo que el recurrente imputa al decisorio, en cuanto tal decisión estimó que no se revela un daño potencial severo e irreversible de compromiso al ambiente, pues más allá de la suerte que pudiera tener esta parcela del recurso, cierto es que -como se adelantó- en el sub lite las normas infringidas imponen la observancia de los recaudos que han sido omitidos con prescindencia de toda valoración sobre los eventuales efectos que la obra pudiere producir en el entorno” (el destacado nos pertenece. 



En estos párrafos de “Rodoni” queda plasmada la doctrina de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, una resolución donde se entiende:

1. que existe un debido proceso legal ambiental, que se compone de garantías procesales internas.

2. una de esas garantías internas es la participación ciudadana, otra el acceso a la información.

3. el procedimiento de evaluación de impacto ambiental no se sustrae de dicha lógica, y debe internamente respetar la participación ciudadana y el acceso a la información.

4. una declaración de impacto ambiental producto de un proceso que no tuviera participación ni acceso a la información es un acto con voluntad viciada.

5. la violación a la participación y al acceso a la información son independientes del derecho al ambiente pues si se da un agravio a las primeras dos, ellas no necesitan la prueba de un daño al ambiente para impugnar la decisión.



En conclusión, dice la resolución votada por unanimidad que “se declara procedente el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley entablado, revocando la decisión recurrida, declarando la nulidad de los actos administrativos vinculados al llamado a licitación pública nº 400 para la ejecución de la obra ‘Construcción de Puente Vehicular sobre Arroyo Napostá en calle Fuerte Argentino’ (Boletín Oficial de la Provincia de fecha 7-V-2005) y ordenando a la Municipalidad de Bahía Blanca que, con carácter previo a la adopción de cualquier medida vinculada a la ejecución, lleve a cabo una evaluación de impacto ambiental que garantice la efectiva participación ciudadana y culmine con la, en el caso, necesaria Declaración de Impacto Ambiental. Las costas se imponen al demandado vencido (arts. 19 de la ley 13.928 y 289 del C.P.C.C.)”.

5.- El derecho ambiental provincial y las audiencias públicas como trámite obligatorio del EIA.
a.- La Evaluación de impacto ambiental en Neuquén. Entre los instrumentos enumerados aparecen los dos sobre los que debemos poner foco en el presente. Veamos le primero de ellos: la evaluación de impacto ambiental. 

La constitución provincial dispone un artículos específicamente destinado a las “Licencias ambientales”, el artículo 93 que regla “Todo emprendimiento público o privado que se pretenda realizar en el territorio de la Provincia y que pueda producir alteraciones significativas en el ambiente, deberá ser sometido a una evaluación previa de impacto ambiental conforme al procedimiento que la ley determine, la que, además, contemplará los mecanismos de participación. La potestad de evaluación y control ambiental alcanza a aquellos proyectos de obras o actividades que puedan afectar el ambiente de la Provincia, aunque no se generen en su territorio”.

La base del procedimiento se regla en el artículo 24 de la ley 1875 que dispone “Todo proyecto y obra que por su envergadura o características pueda alterar el medio ambiente deberá contar como requisito previo y necesario para su ejecución, con la Declaración de Impacto Ambiental y su correspondiente Plan de Gestión Ambiental aprobado por la autoridad de aplicación. El procedimiento para la aprobación contemplará un régimen de audiencias públicas y de licencias ambientales. Ninguna obra, proyecto o emprendimiento podrá proseguir en caso de haberse iniciado sin contar con la licencia ambiental emitida por la autoridad de aplicación. En el caso de obras, proyectos o emprendimientos que por sus características impliquen riesgo ambiental, se deberá incorporar el respectivo estudio de impacto ambiental conforme lo determine la reglamentación de un anexo de análisis de riesgo”.

A diferencia de lo que sucede con otros sistema normativos provinciales en donde se dividen actividades y funciones entre la autoridad ambiental provincial y las municipales, en el sistema neuquino, se dispone que será autoridad de aplicación de la ley 1875 “la Secretaría de Estado de Producción y Turismo, a través de la actual Dirección General de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable o el organismo que institucionalmente le suceda, a lo que agrega el decreto que esta instancia “conocerá y resolverá de manera exclusiva en primera instancia administrativa en todos los trámites o procedimientos conducentes a la aplicación de La Ley”. Esto implica una fuerte centralización de funciones en razón de la autoridad ambiental provincial, la que tendrá concentradas en sí misma la mayor parte de las competencias (en idéntico sentido el Anexo I del decreto 2656/99 donde se define a la Autoridad de Aplicación).

Las etapas para la evaluación de impacto ambiental son: a) presentaciones, en la que el proponente se dispone a ingresar el trámite por ante la autoridad de aplicación (que es la autoridad ambiental provincial) (art. 2 decreto 2656/99); b) evaluación, donde la autoridad analizará la presentación y dispondrá la remisión de las actuaciones al Área Técnica para que formule las observaciones a que el informe y documentación presentada de lugar. En esta instancia se pueden proponer las diligencias de constatación a realizar y oportunidad de las mismas, y dictaminar si procede dar intervención en el proceso de evaluación a otros organismos del Estado Provincial o de los municipios. Este momento se presenta interesante porque es el espacio donde aparecen pautas de descentralización interesantes en razón de los municipios para que intervengan en los procedimientos de EIA (art. 10 decreto 2656/99); c) audiencia pública, donde se dispone la participación de la ciudadanía (arts. 13/16 anexo II decreto 2656/99); d) licencia ambiental, este es el acto en el cual la autoridad autoriza desde el punto de vista ambiental la actividad; e) certificado de calidad ambiental, el que autoriza por 2 años a llevar adelante la actividad que obtuvo previamente la licencia ambiental. 

El decreto reglamentario de dicha ley dispone que si un proyecto, actividad, obra o emprendimiento comprendido en el art. 24 de la Ley o en los Anexos IV y V del decreto comenzara a ejecutarse sin la Licencia Ambiental previa o prosiguiera en su ejecución en infracción a lo dispuesto en el tercer párrafo de dicho artículo, procederá por parte de ésta la inmediata suspensión de su ejecución y la substanciación de las actuaciones que regula el Anexo VI aprobado por el artículo 20 precedente. En conexión con el artículo 24, el 31 de la citada ley general de Neuquén presenta como instancia obligatoria en este procedimiento a la audiencia pública. 

b) La evaluación de impacto ambiental en Mendoza. En Mendoza la licencia ambiental al igual que en el resto del país depende del procedimiento de evaluación de impacto ambiental. En este sentido dispone el artículo 26 de la ley 5661 que “A los fines de la presente ley, entiéndese por Evaluación de Impacto Ambiental (E.l.A.) el procedimiento destinado a identificar e interpretar, así como a prevenir, las consecuencias o efectos que acciones o proyectos públicos o privados, puedan causar el equilibrio ecológico, al mantenimiento de la calidad de vida y a la preservación de los recursos naturales existentes en la Provincia”.

Las etapas del procedimiento en la provincia de Mendoza son -conforme art. 29 ley 5961- “a. La presentación de la Manifestación General de Impacto Ambiental y, en su caso, la Manifestación Específica de Impacto Ambiental; b. La audiencia pública de los interesados y afectados (esta etapa posee una regulación específica mediante resolución 109/MAOP/96 sobre audiencias públicas en el procedimiento de EIA); c. El dictamen técnico; d. La Declaración de Impacto Ambiental. Las etapas individualizadas como c. y d. se cumplirán en forma simultánea”. En la provincia de Mendoza además de la ley general decreto 2109/94 de procedimiento evaluación impacto ambiental.

La regla general en cuanto a la obligatoriedad de llevar adelante la EIA la trae el artículo 27 que dispone: “Todos los proyectos de obras o actividades capaces de modificar, directa o indirectamente el ambiente del territorio provincial, deberán obtener una Declaración de Impacto Ambiental (D.l.A), expedida por el Ministerio de Medio Ambiente, Urbanismo y Vivienda o por las Municipalidades de la Provincia, quienes serán la autoridad de aplicación de la presente ley, según la categorización de los proyectos que establezca la reglamentación y de conformidad con el Anexo 1, que forma parte de la presente ley”. Como se puede apreciar, a diferencia de lo que veíamos en Neuquén, en Mendoza la autoridad competente para llevar adelante el procedimiento reglado por la ley marco provincial puede ser la autoridad provincial o la municipal según el nivel de complejidad que el emprendimiento presente.

La técnica utilizada para determinar el tipo de procedimientos que estarán a cargo de la autoridad provincial y los que estarán a cargo de la municipal es la del listado, el que está incluido en el anexo 1 de la ley que dispone:

“ANEXO1 I - Proyectos de obras o actividades sometidas al Proceso de Evaluación de Impacto

Ambiental por la autoridad ambiental provincial: 1) generación de energía hidroeléctrica, nuclear y térmica; 2) administración de aguas servidas urbanas y suburbanas; 3) manejo de residuos peligrosos; 4) localización de parques y complejos industriales; 5) exploración y explotación de hidrocarburos y minerales utilizados en la generación de energía nuclear, en cualquiera de sus formas; 6) construcción de gasoductos, oleoductos, acueductos y cualquier otro conductor de energía o sustancias; 7) conducción y tratamiento de aguas; 8) construcción de embalses, presas y diques; 9) construcción de rutas, autopistas, líneas férreas y aeropuertos; 10) emplazamiento de centros turísticos o deportivos en alta montaña; 11) extracción minera a cielo abierto; 12) construcción de hipermercados y grandes centros comerciales con una superficie total mayor de dos mil quinientos metros cuadrados (2.500 m2) y ampliaciones de los ya existentes en superficies mayores de mil quinientos metros cuadrados (1.500 m2); 13) Instalación de antenas de telecomunicaciones. 14) Todas aquellas obras o actividades que puedan afectar directa o indirectamente el equilibrio ecológico de diferentes jurisdicciones territoriales.

II - Proyectos de obras o actividades sometidas al proceso de Evaluación de Impacto Ambiental por la autoridad ambiental municipal: 1. Con excepción de los enumerados precedentemente, cada municipio determinará las actividades y obras susceptibles de alterar el equilibrio ecológico y ambiental de su territorio y que someterá a E.l.A., con arreglo a las disposiciones de esta ley;  2. Sin perjuicio de lo anterior, están sometidos al procedimiento municipal de E.l.A., los siguientes proyectos; a. Emplazamiento de nuevos barrios o ampliación de los existentes; b. Emplazamiento de centros turísticos, deportivos, campamentos y balnearios; c. Cementerios convencionales y cementerios parques; d. Intervenciones edilicias, apertura de calles y remodelaciones viales”. 

Si comparamos esta ley, el listado –muy similar al de la ley 11723 de la provincia de Buenos Aires- divide las actividades entre aquellas que son de competencia de la autoridad ambiental provincial y la autoridad ambiental municipal.

Complementando los contenidos de la LGA (art. 19/21) en la provincia de Mendoza queda establecida la obligatoriedad de celebrar una audiencia pública en el procedimiento de EIA así como el acceso a la información en los artículos 32 y 33 de la ley 5961. Estos últimos disponen la generación de datos e informe sobre el proyecto y la difusión y el acceso a esa información por los ciudadanos como pautas esenciales del procedimiento de EIA, desarrollando los artículos 16 y 17 LGA. 

Respecto a la participación ciudadana, la ley mendocina establece como la audiencia pública como etapa obligatoria en el procedimiento de EIA. Esto se encuentra desarrollado en una reglamentación específica; la resolución 109/MAOP/96 sobre “Reglamentación audiencias públicas del procedimiento evaluación impacto ambiental”.

c) La evaluación de impacto ambiental en Salta. De lo que se desprende de los artículos 38/51 de la ley 7070 (mod. 7191 y dec 1587/03) las etapas del procedimiento de EIA –a pesar de que no están enumeradas específicamente en la norma- serán: a) comunicación al organismo encargado de la tramitación del expediente del proyecto que habrá de ser sometido a EIA (art. 43 ley 7070); b) realización del EsIA por el titular del proyecto (art. 44 ley 7070); c) admisión por la Administración del EsIA y análisis ambiental del proyecto (art. 54 in fine); d) participación ciudadana mediante procedimientos de información pública (art. 49 y 50 ley 7070); decisión final (art. 46 ley 7070).

Como vemos, en la provincia de Salta, el procedimiento para la licencia ambiental, es decir la evaluación de impacto ambiental no difiere demasiado de las pautas que hemos visto están presentes en el resto de las provincias analizadas, con inclusión de mecanismos de participación ciudadana en el ámbito del proceso de autorización. 

Los proyectos sometidos a EIA incluyen en la regulación provincial las etapas de a) Idea, prefactibilidad, factibilidad y diseño; b) Concreción, construcción o materialización; c) Operación de las obras o instalaciones; d) Clausura o desmantelamiento; e) Post-clausura o post-desmantelamiento.- 

La nómina de actividades sometidas obligatoriamente al procedimiento de EIA conforme art. 64 del decreto 3097/00 lucen en el primer anexo al que nos remitimos. 

Es interesante el rol que la ley diseña para los municipios. Dispone expresamente el decreto en su artículo 67 que: “La autoridad de aplicación propiciará la elaboración de un plexo normativo uniforme que establezca procedimientos de evaluación de impacto ambiental y social aplicables a los Municipios de la Provincia. En todos los casos, las normativas dictadas por la Autoridad de Aplicación y las actividades y procedimientos establecidos en esta reglamentación constituirán presupuestos mínimos a tener en cuenta en materia de Evaluación de Impacto Ambiental y Social”.

Pero no sólo esto, porque la ley en su artículo 39 dispone que “Cuando el Municipio no contare con normativos al respecto, éste podrá requerir de la Autoridad de Aplicación, un dictamen técnico previo no vinculante, el que indicará procedimientos, categorías y características del estudio o declaración jurada de Aptitud Ambiental, según fuere el caso, y del que sólo se podría apartar fundadamente y por razones científicas-técnicas”. Como vemos, sin darle un rol preponderante en el procedimiento de evaluación de impacto ambiental, la norma salteña permite una intervención en varios casos de los municipios en materia de EIA que otras provincias que poseen municipios autónomos no tienen –como por ejemplo Chubut.

No hemos encontrado en nuestra búsqueda normas que desarrollen las pautas mínimas uniformes a las que se refiere el artículo 67 del decreto 3097/00, y quizá sería recomendable para las una mejora de la institucionalidad en la gestión del ambiente en esta provincia un aporte en este sentido.

e) La audiencia pública en el procedimiento de EIA en Río Negro. En Río Negro la ley 3266 de evaluación de impacto ambiental en su artículo  3 dispone “Estarán sujetos a los términos de la  presente ley, los proyectos, obras o acciones relacionados  con: a)  La construcción de obras para la generación de energía hidroeléctrica,  térmica, solar, eólica o nuclear, así  como  también los respectivos transportes,  tratamientos,  depósitos y cualquier otra actividad y/o gestión referida al manejo de residuos y materiales propios de la actividad. b) La prospección, exploración, extracción, transporte e industrialización de hidrocarburos y sus derivados, instalaciones para la gasificación y licuefacción  de residuos de hidrocarburos. c)  La evacuación de residuos sólidos, líquidos y gaseosos en  áreas rurales o urbanas provenientes del uso industrial, residencial y/u otros. d)  El emplazamiento de industrias, parques industriales y áreas industriales. e)  La  construcción de rutas, autopistas, líneas férreas, acueductos, puentes aeropuertos y puertos. f)  La generación o ampliación de plantas urbanas. g)  El  uso y manejo de recursos florístico, faunístico  y paisajístico, tanto terrestres como marítimos, fluviales o lacustres con fines turísticos y/o productivos. h)  La prospección, exploración, explotación, acopio e industrialización de recursos mineros y el tratamiento y depósito de los residuos. i)  Los emprendimientos para el uso del recurso hídrico con fines turísticos y/o productivos. j)  Uso de los suelos con fines agropecuarios y afines. k)  Plantas siderúrgicas integradas. l)  Instalaciones químicas o petroquímicas integradas. ll)  Las políticas, normas, decretos, leyes, reglamentaciones, ordenanzas, proyectos económicos, etcétera, cuyas respectivas implementaciones impliquen introducción de modificaciones a los indicadores que fije la autoridad de aplicación. m)  La  contaminación de un modo significativo del  suelo, el  agua, el aire, la flora, el paisaje y otros componentes relevantes tanto naturales como culturales de los  ecosistemas, las que modifiquen sensiblemente  la topografía,  las  que  alteren o destruyan  directa  o indirectamente  poblaciones  de  la flora y  la  fauna silvestre, las que modifiquen las márgenes, cauces, caudales, régimen y comportamiento de las aguas superficiales y  subterráneas, las que emitan directa  o indirectamente  ruido, calor, luz, radiación ionizante y otros residuos energéticos sensiblemente molestos o nocivos  y las que favorezcan directa o indirectamente la erosión. n)  Cualquier  otro proceso de efecto degradativo para  el ambiente. ñ)  Desguace de los emprendimientos comprendidos en la presente. La reglamentación determinará  y enumerará  las categorías  de obras, actividades o acciones, según su riesgo presunto, fijando por vía reglamentaria los procedimientos específicos que pudieren corresponder”.

En el decreto 2656/99 reglamentario de la ley 1875 se disponen las actividades sometidas a EIA en la provincia de Neuquén. En ese sentido, el anexo IV incluye el listado no taxativo de actividades que requieren de la presentación de un informe ambiental (I.A.) y el anexo V el listado no taxativo de actividades que requieren de un estudio de impacto ambiental (E.I.A.).

f) La audiencia pública en el EIA Chubut. En la Provincia de Chubut está vigente mediante ley 5439 el Código Ambiental de Chubut. En ese código, en su artículo 35 se dispone la obligatoriedad de celebrar la audiencia pública en los procedimientos de EIA. Dice el artículo 35: “El estudio de impacto ambiental será sometido a una audiencia pública, de acuerdo a los procedimientos que la Autoridad de Aplicación establezca en la reglamentación del presente Código. La convocatoria a audiencia pública deberá hacerse a través de los medios de comunicación con un mínimo de treinta (30) días de anticipación a la fecha estipulada. Los particulares podrán consultar los antecedentes que se someterán a audiencia, a partir del momento de la convocatoria. 

La audiencia estará presidida por la Autoridad de Aplicación. Los funcionarios, las asociaciones intermedias, los representantes del sector privado e integrantes de la comunidad, agrupados o no, podrán asistir y emitir su opinión. Las ponencias y observaciones de los participantes no serán sometidas a votación, pero se labrará acta de la audiencia que servirá para su evaluación final por parte de la Autoridad de Aplicación, sin que por ello esta instancia tenga carácter vinculante.

Para la información a someter a audiencia pública, la Autoridad de Aplicación respetará la confidencialidad de los datos aportados que tengan relación con la materia de secreto industrial, teniendo en cuenta en todos los casos la preservación del interés público”.

Completa el panorama el artículo 36 que dispone “La Autoridad de Aplicación analizará el estudio de impacto ambiental presentado por el responsable del proyecto, actividad u obra y, conjuntamente, con los resultados de la audiencia pública emitirá las opiniones que correspondan. Las opiniones mencionadas, cuando tengan carácter final, se harán públicas”.
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